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n un mundo donde la conectividad es sinónimo 

de inclusión, productividad y competitividad, 

Chile enfrenta una disyuntiva clave: avanzar hacia 

una economía digital moderna o quedar atrapa- 

do en una estructura normativa obsoleta, trabas 

burocráticas y decisiones políticas de corto plazo. 

El sector de las telecomunicaciones, pilar esencial 

para el desarrollo del país, muestra señales de agotamiento 

frente a una institucionalidad descoordinada y una regulación 

que ha dejado de ser habilitante para trans- 

formarse en restrictiva. 

Chile fue referente regional en despliegue 

tecnológico, liderando procesos de innova- 

ción en infraestructura digital. Hoy, enfrenta 

una preocupante pérdida de impulso. La 

compleja y lenta implementación del 5G, 

frenada por conflictos regulatorios, judicia- 

lizaciones y falta de conducción estratégica, 

refleja los límites de un modelo que dejó de mirar el largo plazo. 

El panorama regulatorio contribuye al estancamiento. 

Normas territoriales rígidas para instalar infraestructura, 

trabas a la compartición pasiva de redes y una neutralidad de 

red no adaptada a los nuevos modelos que demanda internet en 

tiempos de la IA, dificultan la inversión. A esto se suma la carga 

de costos por contingencias externas, como exigencias sobre 

baterías o autenticación biométrica, que erosionan la sostenibi- 

EDITORIAL 

CHILE ANTE EL DILEMA DIGITAL: 
ENTRE LA RETORICA Y EL REZAGO 

Chile fue referente 
regional en despliegue 

tecnológico. Hoy, 
enfrenta una preocupante 

pérdida de impulso. 

  

dor con fines político-electorales. Medidas como la posterga- 

ción obligatoria de pagos durante emergencias o la intervención 

en la política tarifaria, cargando a las empresas de telecomu- 

nicaciones la limpieza de infraestructura sin uso, todo ello sin 

evaluación técnica, trasladan la carga financiera a las empresas 

sin que exista respaldo fiscal. Esto debilita la sostenibilidad del 

sistema y pone en riesgo la continuidad de servicios esenciales. 

En este contexto, algunos sectores han comenzado a promo- 

ver con fuerza añejos paradigmas de un mayor rol empresarial 

del Estado en telecomunicaciones. Aunque 

legítimas en el marco del debate democrático, 

estas propuestas requieren una discusión 

responsable sobre sus efectos en inversión, 

innovación y eficiencia. La experiencia inter- 

nacional demuestra que donde el Estado actúa 

como operador, y no como garante de reglas 

claras y estables, se debilita la competencia y 

se frena el desarrollo. La realidad ha demos- 

trado que son un fracaso como política pública. 

Chile necesita una política digital de Estado. Una hoja de 

ruta que promueva la colaboración público-privada, modernice 

la institucionalidad, elimine barreras al despliegue y genere 

incentivos reales a la inversión privada, especialmente en zonas 

rezagadas y de menores ingresos. La transformación digital 

no puede quedar supeditada a cálculos electorales ni a pulsos 

ideológicos. Lo que está en juego es el desarrollo económico, 

lidad económica del sector. 

Más grave aún es la creciente utilización del aparato regula- 
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Fiscalizando al 
fiscalizador 

¡bien fue oportuna la reacción del 

Director del Servicio de Impuestos In- 

ternos (SII) retractándose de la desca- 

lificación que hiciera del malestar por 

el fuerte incremento determinado por el SII 

en los avalúos fiscales de las propiedades, 

y con ello de las contribuciones y sobreta= 

sas, en razón de que provendrían del 20% 

más rico, ello evidencia en su gestión un 

desapego al imperativo de sujetar su acción 

ala ley y que se ejerzan las atribuciones sin 

vulnerar los derechos del contribuyente, ya 

que el fin no justifica los medios. 

A diferencia de su anterior período, 

donde la recaudación surgió de mayor efi- 

ciencia y facilidades para el cumplimiento 

tributario, en esta segunda temporada, 

quizás por un ambiente frío, incluso hostil, 

con la actividad empresarial, se aprecia una 

negativa total del SII a la consideración de 

las solicitudes de los contribuyentes, inclu- 

so para la corrección de errores evidentes 

o de situaciones de injusticia innegable, 

con el rechazo casi unánime a recursos y 

peticiones administrativas, lo que, para 

la inclusión regional y territorial y el bienestar de millones de 

personas. 

aquellos que pueden costearlo, está dando 

lugar a una mayor judicialización de las di- 

ferencias entre el SII y los contribuyentes. 

Sufren los emprendedores que desean 

iniciar actividades, los pequeños y media- 

nos contribuyentes que luchan honesta- 

mente por llegar a fin de mes y cumplir 

sus obligaciones, con exigencias, cargas 

y dilaciones ajenas a la ley, bloqueos o li- 

mitaciones al acceso a su página tributaria 

-que hoy resulta equivalente a la muerte 

económica-, el “estiramiento” artificial de 

plazos establecidos en favor del contribu- 

yente, entre otros, que se pretende justi- 

ficar como iniciativas para evitar la acción 

de la ínfima minoría que delinque con sus 

operaciones y documentos tributarios. 

“Resulta complejo para el desarrollo del país un entorno 
en el E la autoridad prioriza su meta de recaudación por 
sobre la naturaleza legal de los tributos, prescindiendo de 
la obligación de interpretar y aplicar la ley según se generó 
en el Poder Legislativo y no como quisiera el recaudador”. 

Resulta complejo para el desarrollo del 

país un entorno en el que la autoridad 

prioriza su meta de recaudación por sobre 

la naturaleza legal de los tributos, pres- 

cindiendo de la obligación de interpretar y 

aplicar la ley según se generó en el Poder 

Legislativo y no como quisiera el recau- 

dador. 

También el que se presuma la mala fe 

de quienes actúan en la vida económica, se 

juzgue decisiones empresariales, negocios 

y contratos celebrados años atrás, muchos 

en un contexto de alta incertidumbre, 

luego de sabido lo que ocurrió después, o se 

someta artificialmente a procedimientos 

excepcionales propios de simulaciones y 

verdaderos ilícitos civiles para fiscalizar 

luego de plazos vencidos o incurriendo en 

presiones para lograr sus fines. 

Es innegable que una sociedad requiere, 

para progresar, el que los ciudadanos 

cumplamos nuestras obligaciones tribu- 

tarias -y todas las demás- y, a su vez, que 

las autoridades ejerzan sus atribuciones 

con plena sujeción a la ley y con respeto 

para con aquellas personas que, a través 

de impuestos y cargas fiscales, están 

siendo privadas del legítimo goce de parte 

del fruto de su trabajo y esfuerzo diarios 

para financiar la burocracia estatal y las 

necesidades de los más necesitados y la 

sociedad toda. 

La obligación de no eludir el recto 

cumplimiento de la ley pesa por igual sobre 

autoridades y ciudadanos, por lo que debe- 

mos rechazar los incumplimiento y abusos 

de unos u Otros.   
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Contribuciones: un impuesto 
estructuralmente injusto 

1 debate sobre el impuesto territorial en Chile “conocido co- 

múnmente como “contribuciones”- ha adquirido una visibili- 

dad ineludible. En teoría, este tributo busca gravar la propiedad 

raíz con fines redistributivos y de financiamiento municipal. 

En la práctica, sin embargo, opera, como un arriendo permanente 

al Estado por el derecho a vivir en tu propia casa. 

Según cifras de la consultora Colliers, entre 2016 y 2024 la re- 

caudación por este concepto aumentó un 65,8% en términos reales, 

alcanzando los 1,3 billones de pesos. Este incremento responde, 

principalmente, a los efectos de los reavalúos fiscales periódicos 

y al alza sostenida del valor del suelo urbano, más que a mejoras 

reales en los servicios municipales o a aumentos equivalentes en la 

capacidad contributiva de las familias. 

La principal falencia del sistema radica en su total desconexión 

con la capacidad real de pago del contribuyente. El impuesto no 

considera los ingresos, la situación económica ni la composición 

familiar de los propietarios. Se calcula exclusivamente sobre el 

avalúo fiscal del inmueble, definido por el Servicio de Impuestos 

Internos (SII) bajo criterios que no son públicos, auditables ni 

fácilmente comprensibles. En un contexto de valorización inmo- 

biliaria acelerada, esto ha llevado a que muchas familias enfrenten 

una carga tributaria 

desproporcionada, solo. “La principal falencia es 
tantes. latotal desconexión con 

El diseño actual, la capacidad real de pago. 

además, arecede.—— El impuesto no considera 
contención. No existe Ingresos, situación 

económica n composición 
familiar de los propietarios”. 

un techo que limite el 

crecimiento del cobro 

entre reavalúos, ni un 

resguardo institucio- 

nal que garantice cierta proporcionalidad con la evolución de los 

ingresos familiares o de la economía. El resultado es un tributo que 

puede escalar sin freno, tanto por razones externas al contribuyen 

te como por decisiones administrativas poco transparentes. 

A esto se suma un problema institucional relevante: la concen 

tración de funciones en el SII, que valora, administra, fiscaliza y 

recauda. Esto erosiona la confianza pública y distorsiona los incen- 

tivos del sistema tributario, al convertir al evaluador en beneficia- 

rio directo de sus propias estimaciones. 

Por otra parte, presentar las contribuciones como un “aporte” al 

financiamiento local es, en ese contexto, una fórmula retórica que 

encubre una estructura fiscal regresiva. El financiamiento muni- 

cipal puede, como en muchos países, tener otra fuente de ingreso. 

Esto último especialmente teniendo en cuenta, que la afectación de 

los tributos (que estos no estén destinados a un objetivo específico) 

es algo no querido en nuestro régimen constitucional (art. 19 n%20). 

El debate sobre las contribuciones no puede reducirse a una 

discusión técnica o recaudatoria. Es, en esencia, una cuestión de 

justicia tributaria. Mientras persista el diseño actual, el impues- 

to territorial seguirá siendo percibido —y con razón— como una 

exacción injusta: no basada en lo que las personas ganan, sino en lo 

que simplemente poseen. 
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